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Tema 36. Silencio Administrativo

Sumario: TEORÍA DEL SILENCIO ADMINISTRATIVO: Introducción. CLASIFICA-
CIÓN: Silencio negativo. Silencio positivo.

TEORÍA DEL SILENCIO ADMINISTRATIVO

A. INTRODUCCIÓN

I. CONSAGRACIÓN LEGAL
§1550. Planteamiento general — El Art. 4 de la LOPA por primera vez acoge 
con carácter general la doctrina del silencio administrativo. No se refiere este 
precepto únicamente al silencio administrativo como previo a la vía procesal 
(LOCSJ), sino al silencio con carácter general.

Ahora bien, frente al trámite ya de la solicitud o del recurso administrativo, 
la Administración Pública puede adoptar una de estas conductas:

u Que resuelva la solicitud administrativa (Art. 62 de la LOPA) o el recurso admi-
nistrativo (art. 89 de la LOPA), con una decisión expresa.

u Que producida la decisión, obstruya su firmeza, impidiendo la interposición de 
los recursos administrativos.

u Que ante la solicitud administrativa o el recurso administrativo, no decida en 
forma expresa.

§1551. Concepto — Frente al último caso mencionado se produce la figura 
denominada silencio administrativo, la cual se dirige a corregir lo que se 
llamó la “irresistible inclinación de la Administración a no contestar”, incli-
nación tan generalizada que hizo necesaria su regulación (PI Y SUÑER).

En tal sentido, el silencio administrativo viene a constituir un remedio 
jurídico sobre la posible infracción de un deber legal que pesa sobre la Admi-
nistración Pública: dar respuesta a las pretensiones de los interesados, bien 
en forma afirmativa o en forma negativa, pero decidir siempre.

De ahí que debamos analizar la teoría del silencio administrativo desde el 
prisma procedimental, sirviéndonos de la figura del siguiente silogismo, así: 

u La premisa mayor: el deber legal de la Administración Pública de resolver las 
solicitudes administrativas o el recurso administrativo que se le dirijan.

u La premisa menor: el incumplimiento por abstención de la Administración Pública 
de tal deber. 
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u La conclusión: la reacción del Ordenamiento jurídico ante tal incumplimiento.

II. DEBER DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE RESOLVER
§1552. Deber legal de resolver — La Administración Pública, por elementa-
les principios constitucional y legalmente consagrados en el Derecho positivo 
tiene el deber jurídico de resolver expresamente los asuntos que frente a ella 
se susciten (Arts. 51 de la C y 2 de la LOPA) (Véase Sent. de la CSCA, de fecha 
17 de diciembre de 2007, en RDP Nº 112, 2007, p. 550). Este deber está ex-
presamente previsto, tanto para las solicitudes administrativas que ante ella 
se deduzcan (Arts. 2 y 5 de la LOPA), como para los recursos administrativos 
(Art. 89 de la LOPA). Por tanto, puede afirmarse que dicho deber informa 
plenamente la relación jurídico-procedimental (Véase Sent. de la CSJ/SPA, 
de fecha 21 de abril de 1988, caso Nelly M. Parilli, RDP Nº 34, p. 123).

§1553. Límites temporales — Pero, además, no se trata de resolver en 
cualquier momento, sino dentro de los límites temporales que en cada caso 
se fijan para hacerlo, pues los plazos son obligatorios, tanto para la Admi-
nistración Pública como para los interesados (Art. 41 de la LOPA). Una vez 
transcurrido el plazo fijado por la ley para decidir; a partir de ese momento 
queda configurado el incumplimiento.

Y es que cuando adopta una posición de silencio ante una pretensión ante 
ella dirigida es la “comisión”, por omisión o abstención, de una infracción 
del Ordenamiento jurídico. El silencio aparece como el incumplimiento; es, 
ante todo, una infracción por abstención (art. 3 de la LOPA).

§1554. Reacción jurídica — Se dice que hay demora o retardo administrativo, 
en general, cuando la Administración Pública no resuelve expresamente una 
solicitud, recurso o reclamación interpuestos por un administrado o también, 
si dictada la decisión no la ha notificado, lo cual origina la reacción del Or-
denamiento jurídico ante tal incumplimiento, así: (i) silencio administrativo 
negativo y (ii) silencio administrativo positivo.

El incumplimiento de la obligación legal de decidir constituye, ciertamente, 
un supuesto típico de funcionamiento anormal de la Administración Públi-
ca, con las consecuencias que pueda también comportar en el ámbito de la 
responsabilidad administrativa.

B. NATURALEZA JURÍDICA
§1555. Plan — La naturaleza jurídica del silencio administrativo negativo ha 
desencadenado una abundante literatura, cuyo análisis trasciende la simple 
especulación intelectual, cuyas tesis podemos reducir a cuatro: (i) hecho ad-
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ministrativo; (ii) acto administrativo; (iii) simple ficción legal; y por último 
(iv) presunción legal.

I. HECHO ADMINISTRATIVO
§1556. Hecho administrativo — La primera corriente doctrinaria afirma 
que mediando el silencio, resulta absurdo cualquier intento de interpretar la 
voluntad de la Administración Pública. Mal puede interpretarse la voluntad 
administrativa, cuando lo que falta, precisamente, es esta voluntad.

Desde este punto de vista, el silencio administrativo es considerado como 
un hecho, para significar precisamente que lo que falta en el silencio, es una 
manifestación o declaración de voluntad administrativa, a la que la ley otorga 
efectos jurídicos (BAENA DEL ALCÁZAR, DIEZ).

II. ACTO ADMINISTRATIVO
§1557. Planteamiento — Dada la naturaleza revisora que se asigna de ordi-
nario al control jurisdiccional, en una primera etapa se caracteriza el silencio 
administrativo como un verdadero acto administrativo, a los fines de cumplir 
la exigencia de que la intervención judicial ha de supeditarse a un acto pre-
vio, con efectos no solo procesales de apertura de la vía jurisdiccional, sino 
también jurídico materiales.

Una de las innumerables clasificaciones que del acto administrativo se han 
hecho es la que distingue entre el acto expreso, tácito y presunto. En el pri-
mero la declaración de voluntad, juicio, deseo, etc., tiene lugar por medio de 
la palabra oral o escrita. En el segundo, la manifestación tiene lugar a través 
de una conducta administrativa, de la que se deduce la voluntad del órgano 
que la realiza. Por último, en el acto presunto no existe ni una declaración 
ni una conducta que permita interpretar la voluntad administrativa, pero la 
ley, por ciertas circunstancias externas fácilmente comprobables, presume 
en tal caso la existencia de determinada voluntad administrativa.

§1558. Acto administrativo tácito — Según esta postura, un simple hecho 
(transcurso del tiempo), puramente formal y objetivo, comporta la aparición 
de un acto administrativo tácito o implícito; no hay disociación entre el hecho 
y el acto: el acto resulta del hecho (DELVOLVÉ).

Así tenemos que para algunos autores, cuando la Administración Pública 
no resuelve expresamente una solicitud o un recurso administrativo dentro 
de los plazos fijados para hacerlo, su demora debe interpretarse como dene-
gación y, por ende, se trataría de un acto administrativo negativo equivalente 
a una manifestación tácita de voluntad (Véase Sent. de la CPCA, de fecha 6 
de junio de 1988 caso Lily Stojanovic de Casas, RDP Nº 35, p. 91); esto es, un 
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acto denegatorio tácito (Véase Sents. de la CSJ/SPA, de fecha 1 de febrero de 
1990 caso Giorgio Armani, RDP Nº 41, p. 80; de fecha 31 de mayo de 1990, 
caso Armando Hernández, G, RDP Nº 42, p. 80; de fecha 7 de diciembre de 
1994, RDP Nº 59/60, p. 188; 24 de enero de 1996, JCSJ, Nº 1, de fecha 30 de 
enero de 1997, JCSJ, Nº 1, p. 78).

§1559. Acto administrativo presunto — También se sostiene que la figura 
del silencio administrativo encuentra su explicación en la teoría de los actos 
presuntos. En esos casos el Ordenamiento jurídico presumiría la existencia 
de un acto (MARTÍN MATEO, ALESSI).

Las tesis mencionadas parecen encontrar su fundamento en la naturaleza 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Si ésta es revisora de los ac-
tos administrativos, cuando ellos fallan como consecuencia de la actividad 
silente de la Administración, resulta a primera vista ineludible equiparar ese 
silencio a un verdadero acto para, de esa manera, posibilitar el acceso a ella. 

Se puede objetar que cuando hay silencio administrativo no se presume 
que haya actuado la Administración Pública; por el contrario, se sabe feha-
cientemente que no lo ha hecho. Lo que ocurre es que, aun así, el interesado 
queda facultado para ocurrir a la vía recursiva, administrativa o jurisdiccio-
nal, según sea el caso.

III. FICCIÓN LEGAL 
§1560. Planteamiento — La doctrina nacional dominante y la jurispruden-
cia (Véase Sent. de la CPCA, de fecha 20 de diciembre de 2006, en RDP Nº 
108, p. 158) proclaman que el silencio administrativo no es otra cosa que 
una ficción legal que abre la posibilidad de una impugnación ulterior del 
acto administrativo que la Administración Pública debió dictar y no lo hizo. 

§1561. Efectos — Se trataría de una ficción legal que tiene efectos puramente 
procedimentales o procesales, como una respuesta negativa (silencio negati-
vo) o positiva (silencio positivo) (Véase Sent. Nº 6064 del TSJ/SPA, de fecha 2 
de noviembre de 2005, RDP Nº 104, p. 158), como un simple arbitrio técnico 
concebido por el legislador para posibilitar el acceso a otra instancia revisora 
–administrativa o judicial– de actos, cuando media la inercia procedimental 
de la Administración Pública (GARCÍA DE ENTERRÍA, GONZÁLEZ PÉREZ), a favor del 
derecho al acceso a la justicia y a la defensa del administrado (Véase Sent. 
Nº 1213 del TSJ/SPA, de fecha 30 de mayo de 2000, en RDP Nº 82, p. 408).
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IV. PRESUNCIÓN JURÍDICA
§1562. Planteamiento — Por último, se menciona que el Art. 4 de la LOPA 
dispone que el llamado silencio administrativo debe ser considerado con 
carácter general, como “resuelto negativamente” lo que se ha solicitado. Esta 
disposición no crea “la denegación tácita”, como erróneamente se ha comen-
tado, sino establece un instituto por el cual –ante la abstención de pronun-
ciamiento del órgano competente– se debe presumir que se ha rechazado la 
solicitud o recurso administrativo.

§1563. Concepto — La LOPA preceptúa una garantía jurídica en beneficio 
del administrado y no de la Administración Pública (Véase Sent. de la CPCA, 
de fecha 30 de septiembre de 1982, RDP Nº 12, p. 122), una presunción legal 
inducida para que el interesado pueda hallar amparo en la vía administrativa 
o en la vía jurisdiccional. Repetimos, no crea ninguna denegación, sino que 
establece una inducción legal, mejor dicho, una presunción legal de que aque-
lla ha acontecido. La LOPA dice que se considerará que la Administración 
Pública ha resuelto negativamente, pero no dice que queda desestimada por el 
vencimiento del término. Si esto es así, queda a juicio del interesado intentar 
el recurso siguiente, salvo disposición legal en contrario (Art. 4 de la LOPA).

La expresión “se considerará” que utiliza la LOPA es correcta, pues recién 
comienza a inducirse por interpretación la presencia de lo que significa la 
presunción jurídica de la abstención de pronunciamiento, a los solos efectos 
procedimentales o procesales y, dentro de estos, únicamente los relativos a la 
apertura de los oportunos recursos administrativos o jurisdiccionales, según 
sea el caso, que constituye el origen mismo de la institución, pues, como 
acertadamente rectificó la jurisprudencia, “el silencio no es en sí mismo un 
acto sino una abstención de pronunciamiento” (Véase Sent. de la CSJ/SPA, 
de fecha 22 de junio de 1982, caso Ford Motors de Venezuela, RDP Nº 11, 
p. 150), con valor procesal (Véase Sent. de la CSJ/SPA, de fecha 9 de mayo 
de 1988, RDP Nº 34, p. 125) y, entre otros, el de considerar agotada la vía 
administrativa para acudir a la vía jurisdiccional contencioso-administrativa 
(Véase Sent. de la CSJ/SPA, de fecha 1 de febrero de 1990).

§1564. Garantía — Por último, en una sentencia de principios la jurispruden-
cia acoge definitivamente el criterio de que el silencio administrativo es una 
garantía de defensa para el administrado, un “beneficio o derecho” y no una 
“carga o sanción” (Véase Sents. de la CSJ/SPA, de fecha 22 de junio de 1982, 
caso Ford Motors de Venezuela, RDP Nº 11, p. 150. En el mismo sentido: CSJ/
SPA, de fecha 22 de junio de 1982, caso Ford Motors de Venezuela, RDP Nº 
11, p. 150; CSJ/SPA, de fecha 11 de agosto de 1983, caso Inversiones Bedal, 
C.A., GF Nº 121, Vol. I, p. 313; de fecha 6 de febrero de 1986, caso Industrias 
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Pampero, GF Nº 131, Vol. I, p. 93; de fecha 21 de abril de 1988, caso Nelly 
María Parilli Araujo, GF Nº 140, Vol. I, p. 132; de fecha 9 de mayo de 1988, 
caso REDIMAQ, RDP Nº 34, p. 125 y otras).

CLASIFICACIÓN
§1565. Plan — La doctrina y la jurisprudencia nacional (Véase Sent. Nº 6064 
del TSJ/SPA, de fecha 2 de noviembre de 2005, en RDP Nº 104, 2005, p. 
158) han consagrado como garantía para el administrado, la posibilidad de 
considerar el silencio de la Administración Pública como: (i) una respuesta 
negativa (silencio negativo); o (ii) como una respuesta positiva (silencio po-
sitivo), en función de los efectos, que analizaremos a continuación.

A. SILENCIO NEGATIVO

I. RÉGIMEN JURÍDICO 
§1566. Concepto — El silencio negativo puede producirse, tanto en el pro-
cedimiento en vía de instancia (sustantivo) como en el procedimiento en vía 
de recurso (formal) (J. VIDAL PERDOMO). Esta es una clasificación fundada en 
la categoría del procedimiento administrativo. La diferencia esencial consiste 
en que en el primer caso no existe ningún acto administrativo, mientras que 
en el segundo, sí. Cuando el silencio negativo se produce en vía de recurso 
administrativo, no se puede válidamente decir que no existe acto previo. 
En tal caso, la técnica del silencio opera como un mecanismo que agota la 
instancia administrativa.

§1567. En vía de instancia — Este caso viene regulado en el Art. 4 de la 
LOPA, al definir que en los casos en que un órgano no resolviere un asunto 
dentro de los correspondientes lapsos, se considerará que ha resuelto ne-
gativamente. De dicha regulación podemos destacar los siguientes puntos:

§1568. Alcance del vocablo asunto — El primer presupuesto del silencio 
administrativo es que se formule ante la Administración Pública una solici-
tud administrativa, un recurso administrativo, una reclamación previa o un 
antejuicio administrativo.

§1569. Falta de decisión o de notificación — El Art. 4 de la LOPA señala 
que opera el silencio cuando la Administración no “resolviere” el asunto o 
recurso. Por tanto, ¿qué acontece cuando ha recaído la decisión, pero no ha 
sido notificada al interesado? Creemos, no obstante lo dispuesto en la letra 
de la Ley, que en tales casos también se da el supuesto de hecho previsto en 
la norma.
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§1570. Carácter no automático — La LOPA, a diferencia de lo que acontece 
en el Derecho comparado, no establece que sea preciso realizar un recorda-
torio a la Administración Pública: la llamada “denuncia de mora”. Sin em-
bargo, la presunción jurídica no se produce automáticamente, sino cuando 
el interesado revele inequívocamente su voluntad de aplicarla. De ahí que, 
de conformidad con el mencionado Art. 4 de la LOPA, el silencio adminis-
trativo negativo no se produce de modo automático. Por tanto, el transcurso 
del plazo legal es un mero presupuesto temporal. La presunción legal que 
la norma establece solo produce sus efectos a partir del cumplimiento del 
plazo general o especialmente señalado por la ley.

Finalmente, si la ausencia de decisión no se debe a la falta de la propia Ad-
ministración Pública, que es el supuesto indispensable para que pueda operar 
el silencio administrativo, sino que tiene como única causa la inadecuada 
actuación procedimental realizada por el propio interesado, por ejemplo, no 
haber atendido un requerimiento de aportación de datos complementarios 
esenciales, no tiene lugar el nacimiento de la institución.

II. EFECTOS JURÍDICOS
§1571. Procedimentales — Una vez introducida la solicitud, la LOPA prevé 
un plazo de veinte (20) días (Art. 5) o de cuatro (4) meses o máximo seis (6) 
meses (Art. 60), respectivamente, transcurridos los cuales se producen los 
efectos del silencio administrativo. ¿Cuáles son esos efectos? Ellos pueden 
ser de dos puntos de vista: (i) el interesado; y (ii) la Administración Pública.

§1572. Interesado — El interesado podrá interponer el recurso que proce-
da (Art. 4 de la LOPA), bien administrativo –reconsideración: Art. 94 de la 
LOPA– o bien jurisdiccional –decisiones de única instancia–; o, facultativa-
mente, esperar la decisión expresa de la solicitud administrativa. En efecto, 
el mencionado precepto concede opción para considerar desestimada la 
solicitud, al efecto de formular el correspondiente recurso administrativo o 
jurisdiccional, o esperar que se produzca la decisión expresa.

§1573. Administración Pública — El problema más importante responde 
a esta cuestión: ¿Hasta cuándo mantiene la Administración Pública la com-
petencia para decidir?

Si bien es cierto que el hecho de que se haya producido el silencio admi-
nistrativo no excluye el deber legal de dictar una decisión, las decisiones 
tardías tienen un término final: aquel en que se envíe el expediente admi-
nistrativo en vía de remisión al órgano administrativo a quien corresponde 
resolver, pues el envío del mismo supone, al menos de hecho, la pérdida de 
competencia sobre el asunto, ya que, en frase de GARRIDO FALLA, a la Admi-
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nistración Pública le debe estar vedado resolver de memoria (en el mismo 
sentido: VILLAR PALASI).

§1574. Recurso administrativo — El silencio administrativo en vía de 
recurso viene igualmente regulado en el Art. 4 de la LOPA, al señalar que 
en los casos en que un órgano no resolviere un recurso administrativo se 
considerará que opera, de manera general la denegatoria del mismo (Véase 
Sent. Nº 727 del TSJ/SC, de fecha 8 de abril de 2003, en RDP Nº 93-96, p. 
142), y el interesado podrá intentar el recurso inmediato siguiente, salvo 
disposición expresa en contrario.

III. DECISIÓN TARDÍA
§1575. Planteamiento general — Si la Administración Pública tiene el de-
ber legal de resolver expresamente las pretensiones deducidas, mal puede 
admitirse que pueda concluir con un procedimiento no resolviendo nada. El 
silencio no excluye la obligación de resolver que pesa sobre la Administración 
Pública (Véase Sent. Nº 1911 del TSJ/SC, de fecha 7 de noviembre de 2006, 
en RDP Nº 108, p. 92), ni imposibilita el ejercicio del derecho para obtener 
una decisión expresa, por ejemplo, acudiendo a otros dispositivos de la ley, 
como el reclamo administrativo o queja.

§1576. Concepto — Con motivo del silencio administrativo puede presen-
tarse que la autoridad dicte una decisión expresa desestimatoria y tardía. La 
primera situación es cuando no se instauró el recurso administrativo respec-
tivo. En este caso comienza a correr el plazo para recurrir desde la notifica-
ción del acto administrativo expreso. La segunda se refiere al caso de que el 
interesado interpuso el recurso a raíz del silencio. Aquí, el interesado puede 
continuar su recurso administrativo y dar cuenta al superior jerárquico como 
hecho nuevo de la denegatoria expresa; o puede iniciar un nuevo recurso 
administrativo, dentro del plazo, impugnando el acto administrativo expreso 
y pedir que se acumule el expediente administrativo ya iniciado al segundo.

Pero también puede acontecer que la decisión tardía sea estimatoria de la 
pretensión del interesado. En tales casos, la autoridad administrativa jerár-
quica o el órgano jurisdiccional, en su caso, no tendrá materia sobre la cual 
decidir y deberá dar por terminado el procedimiento o proceso administra-
tivo, respectivamente.

B. SILENCIO POSITIVO

I. RÉGIMEN JURÍDICO 
§1577. Concepto — El silencio administrativo positivo consiste en interpre-
tar, por ministerio de la ley, que la pretensión interpuesta ante la Adminis-
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tración Pública se presume resuelto favorablemente por haber transcurrido el 
plazo legal para la decisión administrativa del caso. El silencio administrativo 
positivo opera, en principio, solo con las solicitudes administrativas.

El silencio administrativo de efectos positivos ha sido establecido para 
darle agilidad y flexibilidad a la actividad de policía que en determinados 
materias realiza la Administración Pública y constituye una garantía del in-
teresado, pues conduce a la posibilidad efectiva de realizar actividades que 
deben ser fiscalizadas por la Administración Pública, siempre que para ello 
exista texto legal expreso (Véase Sent. Nº 1217 del TSJ/SPA, de fecha 11 de 
julio de 2007, en RDP Nº 111, p. 206).

§1578. Requisitos — La doctrina señala que el silencio positivo opera si se 
dan los requisitos siguientes:

u Que una disposición legal expresa lo establezca, sin que valgan interpretaciones 
por vía analógica o extensiva. Sin embargo, la jurisprudencia luego de haber 
acudido a la aplicación supletoria de normas que consagran el silencio positivo, 
en materia urbanística (con ocasión de la derogada Ley Orgánica para la Ordena-
ción del Territorio (véanse Sents. de la CPCA, de fecha 4 de febrero de 1993, caso 
Mario Shlsinger, RDP Nº 53/54, p. 186, y otras más), procedió más tarde a una 
rectificación del criterio (Véase Sents. CPCA (2907), de fecha 13 de diciembre de 
1999, JRG, t. CLX, pp. 200 y ss.; y CPCA, de fecha 11 de noviembre de 2004, RDP 
Nº 99-100, p. 219).

u Y cuando se trate de autorizaciones o aprobaciones que deban acordarse en el 
ejercicio de funciones de policía administrativa que han sido impuestas para el 
ejercicio de los derechos de las personas.

II. DECISIÓN TARDÍA
§1579. Planteamiento general — El problema que se plantea, en estos casos 
es el siguiente: ¿Puede la Administración Pública silente, una vez transcurrido 
el plazo en que debió dictar su decisión, decidir válidamente en el asunto que 
ha sido solucionado afirmativamente por virtud del silencio administrativo?

El principal efecto es el relativo a la aceptación de la pretensión interpuesta 
por el interesado, lo cual constituye, a su vez, un límite al ejercicio de la ac-
tividad administrativa ulterior. En efecto, el ejercicio de la potestad revisora 
de oficio se encuentra subordinada a la concurrencia de las condiciones bajo 
las cuales la misma es autorizada por la LOPA.

§1580. Limitación — La Administración Pública no puede dictar con pos-
terioridad al plazo del efecto positivo del silencio administrativo, un acto 
administrativo expreso que modifique los derechos de los administrados, 
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pues las situaciones jurídicas creadas al amparo del silencio administrativo 
positivo, gozan de idéntica garantía de estabilidad y permanencia como si 
hubieren sido otorgados de modo expreso. Empero, los actos propios no 
vinculan, entre otros casos, cuando lo que resulta concedido es de imposible 
realización jurídica con arreglo a la ley, según el Art. 19, num. 2 de la LOPA.
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